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EL BIENESTAR COMPLEMENTARIO: LA CONTRIBUCIÓN DE
LAS EMPRESAS A LA PROTECCIÓN SOCIAL

El sistema español de protección social es uno de los mayores logros de la
sociedad española en las últimas décadas. Es un sistema que, aun con
algunas debilidades conocidas, se compara muy dignamente en nivel de
esfuerzo, cobertura y equidad con los más desarrollados de Europa. Si se
mira hacia atrás, es un logro que debe ser defendido con vigor. Pero, si se
mira hacia adelante, es un logro que no está garantizado por su pasado. Y
no solo por los problemas que pueden venir de su sostenibilidad financie-
ra. La ciudadanía social y la calidad de vida son constitutivamente móvi-
les y crecientes. La sociedad postindustrial ha traído nuevos riesgos de
desprotección y la revolución digital ya ha avanzado otros nuevos.

El sistema de protección social no se compone solo del pilar del bienestar
social público. Esto es algo tan evidente como poco recordado. El bienestar
público, provisto por los estados en la forma de servicios públicos o de
transferencias monetarias, es el pilar central e irrenunciable del sistema de
protección. Pero es ya bien conocido que hay otros dos pilares: el llamado
bienestar ocupacional, que se refiere a las prestaciones que los empleado-
res proporcionan, voluntaria y/o contractualmente, a sus empleados; y el
bienestar fiscal, que alude al conjunto de exenciones impositivas e incenti-
vos fiscales con fines similares a los que generan los servicios y prestacio-
nes del bienestar social. Recordar la existencia de estos otros dos pilares,
medir su desarrollo e indagar sobre sus potenciales contribuciones, no
implica sospecha sobre la función del pilar público. Es reconocer hechos y,
con ello, ampliar el marco de referencia de cualquier esfuerzo de mejora
del sistema de protección social.

El CÍRCULO CÍVICO DE OPINIÓN considera que el bienestar ocupacio-
nal puede constituir un valioso refuerzo complementario del pilar público 
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en España. La literatura académica avala tal confianza. Este pilar ha teni-
do un desarrollo desigual, tanto en extensión como en efectos, en el con-
texto europeo de las dos últimas décadas. No se puede ignorar que, depen-
diendo de su acertado diseño, puede tener efectos de complementariedad
o de sustitución del pilar público, como también que puede reforzar o
debilitar la equidad en la protección. Pero conviene recordar, igualmente,
que es en los países con sistemas de bienestar de tradición socialdemócra-
ta, donde ha tenido mayor desarrollo y donde ese desarrollo no parece
haber debilitado el tradicional universalismo del pilar público. 

La atención al bienestar ocupacional implica un enfoque más ambicioso
que el que suele evocarse con la previsión social complementaria. Es así
por varias razones. En primer lugar, porque mira al conjunto de contribu-
ciones que las empresas pueden realizar para reforzar la protección
social; no solo las propiamente protectoras de los llamados “viejos” ries-
gos sociales, como la jubilación o la enfermedad, sino también la protec-
ción que es capacitadora frente a los “nuevos” riesgos sociales, como son
la conciliación y la formación continua. En segundo lugar, porque el bien-
estar ocupacional se desarrolla sobre estrategias de capital humano que
buscan contribuciones compartidas y compromisos a largo plazo entre
empresas y trabajadores; compromisos que son la base de mejoras en la
productividad del trabajo, tan necesarias en España. El que la parte de los
incrementos salariales vinculados a mejoras de productividad y/o benefi-
cios se oriente a esas formas de remuneración y de cobertura de riesgos
puede ser el camino para que tengan dicha función de eficiencia y no solo
de protección.

El desarrollo del bienestar ocupacional en España es comparativamente
bajo, pero no despreciable. No es fácil medir con precisión su magnitud.
Alcanza solo a algo más del 3% de los costes laborales, mientras en
Alemania, Francia y Reino Unido ronda el 10%. Lo destacable en el caso
español es que ese esfuerzo procede en su inmensa mayoría de contribu-
ciones de las empresas, con aportaciones mínimas de los trabajadores.
También que, por su carácter estrictamente voluntario, ese esfuerzo pare-
ce haber llegado a su límite y se ha visto muy afectado por el reciente ciclo
de crisis económica.

La confianza en el papel del bienestar ocupacional no puede ignorar que
su bajo desarrollo se debe a que encuentra barreras importantes. Las pre-
ferencias de la población por el pilar público, el pequeño tamaño de las
empresas y los pobres contenidos de la negociación no deben minusvalo-
rarse. Pero también hay indicios en España de que el escenario convencio-
nal de reformas de la protección social puede estar renovándose. La OCDE
recomienda a España cada vez con más insistencia reformas en esta línea.
El desarrollo de la previsión social complementaria en el País Vasco reci-
be un reconocimiento positivo casi unánime, que fue tomado en seria
consideración en las deliberaciones recientes del Pacto de Toledo. Pero la
creación de esos escenarios favorables ya no depende solo de los protago-
nistas convencionales de las políticas públicas, actores políticos y agentes 
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sociales, sino también de la participación de otros actores, como expertos,
grupos de intereses y opinión pública.

Por todo ello, el CÍRCULO CÍVICO DE OPINIÓN ofrece este documento
con el objetivo de animar las deliberaciones públicas sobre la consolida-
ción y la mejora del sistema de protección social. La opción de desarrollar
el bienestar ocupacional plantea algunas cuestiones centrales, como pue-
den ser la alternativa entre su carácter obligatorio o voluntario y el ade-
cuado diseño de los incentivos fiscales para evitar efectos de inequidad
sobre los trabajadores con rentas medias o bajas. Son cuestiones que
requieren informaciones adicionales en las que este documento no entra.
El CÍRCULO CÍVICO DE OPINIÓN solo pretende señalar que el bienes-
tar ocupacional se ha desarrollado en países de los que se puede aprender
y que merece una seria consideración en el nuestro.

CÍRCULO CÍVICO DE OPINIÓN
Abril 2019
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PROTECCIÓN SOCIAL
Y BIENESTAR OCUPACIONAL1

Ana M. Guillén
Catedrática de Sociología

Universidad de Oviedo

Rodolfo Gutiérrez
Catedrático de Sociología

Universidad de Oviedo

1. Introducción

La atención sobre los sistemas de protección social se ha venido centrando de
manera muy predominante en el bienestar social público; la parte de estos siste-
mas que es provista por los estados en la forma de servicios públicos (educación
y sanidad, principalmente) o de transferencias monetarias (pensiones, protec-
ción por desempleo y ayudas de asistencia social, como las principales). En el
escenario de cambio de esos sistemas que se abrió en el decenio de 1990 en el
contexto internacional, la abundante investigación y los repetidos debates públi-
cos se han fijado casi exclusivamente en ese componente.

Sin embargo, los sistemas de protección social tienen otros componentes. La
distinción que proporcionó Richad Titmuss (1958) sobre la “división social del
bienestar” hace ya seis décadas sigue siendo útil al respecto. Titmuss distinguía
otros dos componentes o pilares del bienestar, además de ese bienestar público:
el bienestar ocupacional, consistente en beneficios y servicios que los empleado-
res proporcionan a sus empleados, bien voluntariamente o bien como parte de
los compromisos de un contrato de trabajo, individual o colectivo; y el bienestar
fiscal, consistente en el conjunto de exenciones impositivas e incentivos fiscales
que la administración pública aplica a los contribuyentes, sean estos particula-
res o empresas, con fines similares a los que generan los servicios y prestaciones
del bienestar social. Esta distinción puede rescatarse con utilidad, y no necesa-
riamente como una propuesta de sustitución del pilar público y de su orienta-
ción universalista, sino como una llamada de atención a la diversidad de pilares
de bienestar y como una indagación sobre las potenciales ventajas o limitacio-
nes de un desarrollo complementario de los mismos.

La atención dominante sobre el bienestar social público ha hecho que esos com-
ponentes permanezcan casi “ocultos”, un adjetivo que se viene usando ya desde
el decenio de 1990, cuando la propuesta de Titmuss volvió a ser tomada en con-
sideración. La investigación sobre la extensión y los efectos del bienestar fiscal 
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1 Este trabajo es parte de las actividades del proyecto de investigación titulado “Bienestar ocupacional en España: situación, determinantes
y efectos”, que realiza un equipo de investigadores de la Universidad de Oviedo, dirigido por Ana M. Guillén y que ha sido financiado por
el Ministerio de Economía, Industria y Competitividad (MINECO-18-CSO-82648-R).
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ha tenido algo más de continuidad, aunque ha mirado casi exclusivamente a paí-
ses en la variante liberal de los sistemas de bienestar, por entender que son los
que recurren con preferencia a ese pilar. La investigación sistemática sobre el
bienestar ocupacional apenas acaba de iniciarse y se ha ocupado sobre todo de
su desarrollo en la esfera europea y de algunos casos de países, pero muy poco
del caso español. 

La investigación sobre esos pilares “ocultos” del bienestar, con las limitaciones
que aún tiene, puede contribuir a enriquecer los debates sobre las mejores opcio-
nes para dar sostenibilidad o reorientar estos sistemas. Por un lado, porque infor-
ma de su verdadera magnitud, de la variedad de sus componentes y de sus efec-
tos en protección y equidad. También porque muestra que puede haber instru-
mentos alternativos para perseguir esos objetivos de protección o de equidad.
Además, porque se puede poner en evidencia que los efectos reales de alguno de
esos pilares, o de sus componentes, pueden no responder a los objetivos declara-
dos o lo hacen con consecuencias no queridas. Y esos potenciales efectos se loca-
lizan no solo en las esferas de la protección y la equidad, sino que pueden servir
también para perseguir objetivos de eficiencia, en la medida en que el bienestar
ocupacional pueda ser un instrumento propicio para las estrategias empresaria-
les de alto compromiso en el trabajo.

Este documento intenta ofrecer un panorama del desarrollo del bienestar ocupa-
cional en España, el que con más propiedad puede ser calificado de complemen-
tario del pilar público. Hay buenos motivos para conocer ese desarrollo y para
reflexionar sobre las oportunidades futuras de este pilar del bienestar. En primer
lugar, España muestra un desarrollo limitado del bienestar ocupacional en rela-
ción a otros países europeos, sobre todo aquellos que han reformado sus sistemas
de bienestar con la intención de diversificar el riesgo y reforzar la protección
social a través de cauces distintos del público. En segundo lugar, tras la recesión
económica y bajo niveles altos de endeudamiento público, el margen para
aumentar el gasto social público en pensiones y sanidad puede ser muy limitado
a corto y medio plazo. En tercer lugar, el necesario aumento de la productividad
es muy dependiente de mejoras en la gestión de los recursos humanos en las
empresas, mejoras que suelen usar estrategias de alto compromiso de los emple-
ados en las que tienen un papel destacado los sistemas de retribución flexible, en
general, y, más en particular, las prestaciones de formación continua, de carrera
profesional o de conciliación entre vida personal y laboral. 

El bajo desarrollo del bienestar ocupacional en España, como se mostrará en este
trabajo, es el resultado de una situación en la que las barreras han predominado
sobre los estímulos o las oportunidades. La abundancia de las pequeñas empre-
sas, los escasos incentivos financieros y la débil articulación de la negociación
colectiva figuran como las principales barreras. Las actitudes de la población
parecen reflejar también una situación en la que hay preferencias muy dominan-
tes por el pilar público frente a otros pilares del bienestar social. 

Conviene, sin embargo, registrar algunos indicios de cambio hacia un escenario
más favorable para que el desarrollo del pilar ocupacional empiece a figurar en
las agendas públicas de España. Los agentes sociales han informado de que están
explorando acuerdos, en el marco de las negociaciones del Pacto de Toledo,
sobre cómo extender las pensiones ocupacionales en la línea de los desarrollos
que han tenido en el País Vasco. La OCDE acaba de incluir, en el informe de 2018
sobre la economía española, la recomendación de “ofrecer una mayor posibilidad 
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de elección entre las entidades proveedoras de las pensiones y las opciones de
inversión disponibles a través de los empleadores” (OECD, 2018). El documento
denominado “Agenda del Cambio”, que el Gobierno de España ha difundido a
principios de 2019, menciona como una de las reformas “desarrollar la previsión
social en las empresas con sistemas de pensiones complementarias acordados
entre empresarios y trabajadores”, aun cuando la convocatoria de elecciones ha
dejado en un plano muy incierto los compromisos de ese documento (Gobierno
de España, 2019). 

El panorama del desarrollo del bienestar ocupacional que se ofrece en este tra-
bajo intenta, siempre que los datos lo permiten, limitarse a la contribución del
sector privado empresarial. Las administraciones públicas y las mutualidades de
sus empleados son una parte importante del desarrollo del pilar ocupacional en
España, pero no son objeto específico de atención en este trabajo por resultar
fruto de regulaciones específicas y responder a dinámicas diferentes a las del
sector empresarial. El desarrollo del bienestar ocupacional se va seguir en dos
esferas, las relativas a la protección de viejos y de nuevos riesgos sociales. Se
intenta que ese panorama incluya una primera referencia comparada internacio-
nal, para luego ofrecer la situación sobre la magnitud, los perfiles de los benefi-
ciarios y los efectos más o menos equitativos de ese desarrollo en cada una de
esas dos esferas de riesgos sociales.

2. El esfuerzo en bienestar ocupacional en perspectiva comparada

Por bienestar ocupacional se entiende, tal como lo hace de forma mayoritaria la
literatura académica existente, el conjunto de prestaciones sociales, bien en la
forma de transferencias monetarias o de servicios, suministradas por empresas
privadas —y por los estados en su condición de empleadores— a sus propios tra-
bajadores. Cabe resaltar, además, que se trata de un objeto de análisis diferente
del que se ocupa del tercer sector, ya que el bienestar ocupacional se limita en
este estudio a actividades de las empresas, bien desde el ámbito de la gestión de
recursos humanos, o de la dimensión interna de la Responsabilidad Social
Empresarial (RSE).

El papel de las empresas en la oferta de programas de protección social para
sus empleados no es un fenómeno reciente, tanto en España como en otros
muchos países con economías avanzadas y estados del bienestar maduros.
Tradicionalmente, ese desarrollo se ha centrado en programas de protección
de viejos riesgos sociales; más recientemente, los programas de bienestar ocu-
pacional pueden dirigirse a la protección frente a los denominados nuevos ries-
gos sociales. 

La distinción entre viejos y nuevos riesgos sociales se ha consolidado en los estu-
dios de bienestar y es válida también para definir los perímetros del bienestar
ocupacional. Dicha caracterización entiende como viejos riesgos los que compo-
nían básicamente la acción protectora en las sociedades industriales, tales como
el desempleo, la enfermedad o la incapacidad para trabajar. Mientras que los
nuevos riesgos serían los más propios de la sociedad postindustrial, como la falta
u obsolescencia de las cualificaciones, las dificultades de conciliación entre vida
laboral y familiar, la discriminación por género u origen étnico u otro conjunto
de diversos servicios que pueden calificarse como de “bienestar del empleado”. 

            
              
           

            
              
   

          
            
            
              
           

          
             

            
             

               
            

         
      

          
            

           
           

          
            

            
             

          
            

             
             

           
             

           
         

            
             

           
           

          
           

            

          
            

            
           

           
                

           



         
           

          
       

          
           

              
              

          
         

             
           

 

              
         

           
         

           
              

                 
    

           
   

      
      

           
            

          
     

En el cuadro 1 se observa una relación de la amplia gama de programas que pue-
den desarrollar las empresas en cada una esas esferas del bienestar ocupacional,
entendido como bienestar “corporativo” en el que los beneficios o servicios son
proveídos por los empleadores y no se restringen a coberturas propias de la polí-
tica social, sino que se extiende a todos aquellos programas que son protectores
potenciales de esos riesgos (González Begega, 2018).

Cuadro 1.- Beneficios y servicios de bienestar ocupacional

Fuente: Elaboración propia.

La distinción entre esos dos vectores del bienestar —protección de viejos y de
nuevos riesgos— no es pertinente solo por lo relativo a sus diferentes ciclos
temporales de desarrollo. Es bastante probable que el desarrollo de cada uno de
esos vectores a nivel empresarial responda a diferentes factores determinantes:
las políticas de viejos riesgos podrán deberse más a regulaciones e incentivos
institucionales, mientras que las de nuevos riesgos vendrían impulsadas por
estrategias empresariales de recursos humanos, dirigidas específicamente al
reclutamiento y/o fidelización de determinados tipos de empleados o dirigidas
a la promoción de la “calidad de vida en el trabajo”, extendidas al conjunto de
los empleados.

El panorama comparado de España evidencia que el bienestar ocupacional tiene
un desarrollo limitado, tanto en el volumen de gasto (gasto privado voluntario o
cotizaciones sociales imputadas) como en el porcentaje de trabajadores que son 
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beneficiarios de esas prestaciones. Aunque ese desarrollo es desigual: bastante
más escaso en prestaciones de viejos riesgos sociales (pensiones y atención sani-
taria, principalmente) y algo más abundante en prestaciones de nuevos riesgos
(formación continua y programas de conciliación, sobre todo).

Existe un amplio consenso en la literatura especializada sobre la creciente
importancia del bienestar ocupacional en Europa desde el decenio de 1990, aun-
que su desarrollo no es uniforme en los distintos países (Ascoli et al., 2018; Natali
et al., 2018a; Natali et al., 2018b; Mapelli, 2017). Incluso, dentro de cada país, se
encuentran pautas de desarrollo diferenciadas en función del tipo de riesgo
cubierto. Esto hace difícil formular afirmaciones generales sobre el desarrollo
del bienestar ocupacional en un país determinado en la medida en que puede ser
extremadamente importante en un área de política social pero muy limitado en
otra. 

En el cuadro 2 se reflejan los niveles de cobertura de prestaciones y servicios de
bienestar ocupacional en los países analizados en el proyecto PROWELFARE2.
Los nueve países analizados son clasificados en cuatro grupos. El primer grupo,
Suecia y Países Bajos, está caracterizado como bienestar ocupacional “universa-
lista”: las diferencias de cobertura y nivel de protección entre trabajadores son
bajas y se da una amplia cobertura (de más del 70% de los trabajadores cuando
se califican de “alto”, y entre el 30 y el 70% cuando se califican de “bajo”) de vie-
jos y nuevos riesgos sociales.

Cuadro 2.- Cobertura de programas de bienestar ocupacional por tipo de riesgo
(% de trabajadores cubiertos)

Nota: Bajo: <30%; Medio: 30-70%; Alto: >70%.
Fuente: Tomado de Natali et al. (2018b, pág. 241)

El segundo grupo, compuesto por Reino Unido, Alemania y Bélgica, muestra una
cobertura menos extensa y diferencias evidentes en el grado de protección de los
planes ocupacionales en diferentes grupos de trabajadores; este grupo se carac-
teriza como “amplio y segmentado”. 

               
           

           
             

            
      

       

 

           
            

            
         

           
         

       
         

              
 

          
            

           2 Información más completa, incluidos los trabajos sobre cada uno de los casos nacionales analizados, está disponible en:
http://www.ose.be/prowelfare/



         
 

            
           

           
          

          
           

         

         
              

            
           

               
             

             
              

            
             

        

               

                      
                        

                       

      

            
             

            
             

               

El tercer grupo está compuesto por Italia, España y Austria, con niveles medios
y bajos de cobertura tanto en nuevos como viejos riesgos sociales; en este cluster
hay grandes diferencias de cobertura y generosidad según sector, empresa y tipo
de contrato, y se define como un bienestar ocupacional “limitado y segmentado”.
Habría un cuarto tipo, en el que encajaría solo Polonia como caso nacional estu-
diado, como representante de los países del Este de Europa, donde este tipo de
bienestar apenas se ha desarrollado.

Este distinto grado de desarrollo del bienestar ocupacional se relaciona, al
menos en cierta medida, con los distintos regímenes de bienestar implantados
en cada país. Así, los sistemas beveridgianos (universalistas), propios de los paí-
ses escandinavos, dejan un mayor margen de maniobra para el desarrollo del
pilar ocupacional que los sistemas bismarckianos (contributivos), habituales en
la Europa continental y del sur. No obstante, el mapa del bienestar ocupacional
es algo más complejo. Dentro de un país este pilar puede ser importante en un
área de la política social (conciliación) y testimonial en otras (pensiones).
Incluso, dentro de una misma área de actuación se detectan diferencias impor-
tantes de desarrollo por sectores de actividad, tamaño de empresa o condiciones
laborales de los trabajadores. 

Es cierto que el modelo de bienestar y la respectiva intensidad protectora del
pilar público figuran como los factores que se han mostrado más determinantes
en el desarrollo comparado del bienestar ocupacional. Pero también se ha obser-
vado que tienen importancia otros factores económicos (como los incentivos
financieros o el tamaño de las empresas) o institucionales (como centralización
y coordinación de las relaciones laborales o la menor dualización del mercado de
trabajo). La adecuada explicación de las diferencias inter e intranacionales des-
plazaría, sin embargo, el foco del análisis explicativo desde esos factores macro
hacia factores de nivel meso, señalando el importante papel que tienen actores
políticos, grupos de intereses (sindicatos y empresarios) y expertos en el modo
en que definen las situaciones, y la agenda y las estrategias de reformas de las
políticas de protección social.

Eso significa que los factores macro son relevantes en la explicación del des-
arrollo del bienestar ocupacional en un país determinado, pero no que lo deter-
minen hasta obviar el papel de esos actores. De hecho, el desarrollo del bienes-
tar ocupacional se ha producido tanto como un efecto de acumulación (“crow-
ding-in”) como de un efecto de sustitución (“crowding-out”) en relación a la
extensión y generosidad del pilar público (Natali et al., 2018a, Mapelli, 2017). Se
ha desarrollado tanto en países con un sistema universalista y muy generoso,
como Suecia y Holanda, como en países con sistemas liberales, como el Reino
Unido. En países con un sistema continental, en Bélgica y Alemania, los cam-
bios recientes hacia un sistema de pensiones multi-pilar, con la consecuente
reducción del nivel de reemplazo del pilar público, han aumentado el margen
de maniobra de este otro pilar. En paralelo, en Italia y España, donde la tasa de
reposición del pilar público de pensiones es más elevada, el papel de los progra-
mas ocupacionales ha sido más reducido; aunque en Italia esa situación se
modificó con las reformas de 2015 a 2017, que han estimulado las pensiones
complementarias.

Como ya se señalado, la escasa investigación realizada sobre el caso español con
perspectiva comparada caracteriza su desarrollo como bajo en la intensidad y la
cobertura de los principales riesgos, y segmentado, por cuanto da lugar a fuertes 
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diferencias de desarrollo entre actividades económicas, empresas y grupos de
ocupación. 

El volumen de esfuerzo en el bienestar público se puede medir con precisión
con los datos de gasto social público. Desafortunadamente, no se dispone de
datos de similar precisión que midan la magnitud del esfuerzo económico en
bienestar ocupacional. El panorama descrito hasta aquí está basado en cifras
de trabajadores que son beneficiarios de algunas de las principales prestacio-
nes. Para acercarse a esas magnitudes de esfuerzo económico hay que tomar
datos aproximativos que no responden estrictamente al concepto de bienestar
ocupacional.

Una primera aproximación a la magnitud económica comparada del bienestar
ocupacional se proporciona con los datos incluidos en el gráfico 1, en el que se
detallan las cifras de gasto social público y gasto social privado, obligatorio y
voluntario, en países de la OCDE. España hace un esfuerzo comparado modera-
damente alto en gasto social público (un 24,7% del PIB en 2015), que lo sitúa en
la decimoprimera posición en ese indicador entre los países de la OCDE. Pero, en
gasto social privado voluntario bruto, España realiza un gasto del 1,1% del PIB en
ese año, que lo sitúa entre los países que menos gastan. Esa magnitud de gasto
social privado voluntario es incluso mayor que la que mediría el bienestar ocu-
pacional, ya que incluye tanto el gasto que hacen empresas y otras entidades para
sus empleados, como el gasto que hacen los hogares.

Gráfico 1.- Gasto social público y gasto social privado voluntario en países de la OCDE, 2015

Nota: Las cifras entre paréntesis se refieren a la clasificación de países en función de su gasto social público bruto y de su
gasto social neto total, siendo el númerro 1 el país con el mayor gasto y de ahí hacia abajo (p. ej., los Estados Unidos ocupan
la posición 21 de la OCDE en términos de gasto social público bruto y la posición 2 en términos del gasto social neto total).

Fuente: Social Expenditure Database (ECDE), disponible en: www.oecd.org/social/expenditure.htm

Esos datos del gráfico 1 evidencian, también, que no hay patrón generalizado de
sustitución de gasto social público por gasto privado: una buena parte de los paí-
ses con un gasto público más elevado, como Francia, Dinamarca o Suecia, acom-
pañan ese esfuerzo con un nivel apreciable de esfuerzo privado. No se puede olvi-
dar, sin embargo, que los grupos en los niveles más bajos de renta suelen tener 
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menor acceso al gasto privado —más aún si es de los hogares que si es de las pres-
taciones ocupacionales de las empresas—, con lo que un nivel más alto de ese com-
ponente del gasto social suele acompañarse de efectos redistributivos más débiles. 

Además, el grafico 1 incluye el dato del esfuerzo neto en gasto social de los paí-
ses, el que corresponde de restar, a la suma de gasto público y privado, el conjun-
to de impuestos y contribuciones que lo cargan. Como resultado, el esfuerzo
social neto de España se reduce en casi dos puntos, hasta el 22,9% del PIB. Eso
reubica a España en el ranking de gasto social neto, pasando de la posición deci-
moprimera a la decimoquinta en el conjunto de países de la OCDE. Aun así,
España se mantiene en un segundo y nutrido escalón de países que tiene niveles
muy similares de gasto social neto, por encima del promedio de la OCDE.

Abundando en esa magnitud del gasto social privado voluntario, en el cuadro 3
se reflejan los datos de España y de las otras cuatro mayores economías de la UE
(Francia, Alemania, Italia y Reino Unido). El principal hecho que muestran estos
datos es que el gasto social privado voluntario tiene magnitudes y comporta-
mientos muy desiguales en las principales economías europeas. España era hasta
hace poco un país con niveles comparados muy bajos de gasto social privado,
tanto en gasto per cápita como en peso de ese gasto en relación al PIB o al gasto
público. Pero la firme tendencia al incremento de ese gasto en los últimos 25
años, mucho más intensa en la década y media de este siglo, han colocado a
España por encima de Italia y muy cerca de Alemania ya en 2015. 

Cuadro 3.- Gasto social privado voluntario en España y otros países de la UE, 1990-2015

Fuente: Elaboración propia a partir de datos OCDE, Social Expenditure Database (extraído el 21 de febrero de 2019).

Una segunda aproximación a la magnitud del gasto en bienestar ocupacional lo
proporcionan los datos de costes laborales de las empresas. Los componentes de
esos costes que figuran en el gráfico 2 se ajustan, mejor que el gasto social priva-
do, a la medida del conjunto del bienestar ocupacional proporcionado por las
empresas. El principal tipo de coste laboral son las contribuciones voluntarias a
la Seguridad Social, constituidas por las aportaciones del empleador a circuitos
privados de seguridad que mejoran o complementan voluntariamente —aunque
con frecuencia vienen comprometidas por la negociación colectiva— las presta-
ciones obligatorias de la Seguridad Social. Esas contribuciones incluyen cuatro
subgrupos de aportaciones: a “planes y fondos de pensiones”, a “seguros de 
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enfermedad”, a “otros planes o seguros” (seguros de vida colectivos y por desem-
pleo, principalmente) y “otras aportaciones” (a entidades que prestan servicios
asistenciales a los trabajadores, como es el caso de las fundaciones laborales). 

Gráfico 2.- Coste laboral de las prestaciones de bienestar según tipo en España y otros
países europeos, 2008 y 2016

(% del coste total bruto)

Nota: Secciones CNAE-09 de la B a la S, excluyendo la sección 0 correspondiente a Administración Pública, Defensa y
Seguridad Social. Empresas de al menos diez empleados.

Fuente: EUROSTAT, Labour Cost Survey (LCS).

Las cotizaciones sociales imputadas se corresponden con prestaciones sociales
para el trabajador o sus familias que se pagan directamente a los empleados con
recursos propios de los empleadores sin implicar la creación de un fondo espe-
cial o reserva, ni la mediación de una aseguradora o fondo de pensiones autóno-
mo. Algunos de estos pagos son obligatorios, como es el caso de los pagos de
Incapacidad Temporal, que las empresas abonan durante los primeros 15 días de
baja laboral y que no están cubiertos por la Seguridad Social. Pero incluye tam-
bién otros pagos que son complementarios, bien por voluntad de la empresa o
bien por acuerdo de convenio colectivo, como son los pagos por “desempleo”
(habitualmente en situaciones de regulación de empleo), por “jubilación o bajas
incentivadas” (para mitigar la diferencia entre el salario anterior a la jubilación
y la pensión contributiva), por “muerte y supervivencia” (complementando pen-
siones de viudedad u orfandad), por “asistencia médica” (como reembolso de
gastos realizados por el trabajador) o por “asistencia familiar” en situaciones de
natalidad y nupcialidad.

                 
              
           

               
               

           
               

              
             

             
            

            
               

           
           

          
            
                 

             
              

             

              

               

           
           

               
           

          
          

        
         

         
            



Los otros tres componentes suelen tener un peso menor, aunque en el caso de
algún país, como Francia, alcanzan niveles apreciables. Los gastos en forma-
ción incluyen todos costes en los que incurre la empresa para las actividades
de formación de sus empleados (instalaciones, material didáctico, instructores
o entidades de formación externos), descontando los subsidios recibidos para
tal fin. Los pagos a planes de ahorro de los empleados suelen corresponder a
esquemas de ahorro propios de la compañía. Los sueldos y salarios en especie
se refieren al coste estimado de los bienes y servicios que las empresas dispo-
nen para sus empleados, como vivienda, transporte y opciones de compra de
acciones

Entre las principales economías europeas hay claramente dos grupos de países
en cuanto al peso que tiene el bienestar ocupacional en los costes laborales de las
empresas; por un lado, Reino Unido, Francia y Alemania, que dedicaban en 2016
alrededor del 10% de sus costes laborales a esas prestaciones; por otro lado, Italia
y España, que solo dedicaban, respectivamente, el 3,7 y el 3,1%. La evolución
reciente deja a España en una situación aún más singular: es el único país entre
los cinco donde las empresas han visto reducido ese porcentaje de costes entre
2008 y 2016, desde un 4,2 hasta un 3,1%, mientras que los otros cuatro ha aumen-
tado entre uno y dos puntos porcentuales. Es precisamente el componente más
importante de ese coste laboral en España, el de las cotizaciones sociales impu-
tadas, el que mejor refleja esa tendencia de reducción, frente al aumento en los
demás países.

3. La protección complementaria de viejos riesgos sociales: pensiones y
atención sanitaria.

En España, las prestaciones de pensiones y seguros para los trabajadores finan-
ciadas total o parcialmente por las empresas constituyen el grueso de la llamada
previsión social complementaria. Este sistema voluntario y de refuerzo del pilar
público de la Seguridad Social se compone de tres instrumentos financieros: pla-
nes de pensiones, planes de previsión social empresarial y contratos de seguro
colectivo, que exteriorizan compromisos por pensiones que las empresas tienen
con sus trabajadores.

Los planes de pensiones son instrumentos financieros de ahorro orientados a la
jubilación, constituidos de forma libre y voluntaria, y sus prestaciones depen-
den del capital aportado por los partícipes, la empresa constituyente en su caso,
y los rendimientos obtenidos por el fondo de pensiones en que se integran. Hay
tres tipos de planes en función del sujeto constituyente: planes de empleo, cuyo
promotor es una entidad, corporación, sociedad, o empresa y cuyos partícipes
son los trabajadores de estas; planes o sistemas asociados, cuyo promotor es
cualquier asociación o sindicato y sus partícipes los asociados, miembros o afi-
liados; y los sistemas individuales, cuyo promotor es una (o varias) entidades
financieras y cuyos partícipes son cualquier persona física.

El conjunto de los instrumentos de previsión complementaria que más se acerca
a medir el concepto de cobertura voluntaria de los riesgos asociados a la jubila-
ción por parte de las empresas está compuesto por los planes de pensiones de
empleo (PPE), junto a los otros dos dispositivos mencionados, planes de previsión
social complementaria (PPSC) y contratos de seguro colectivo (CSC). Podrían
incluirse también los planes asociados, pero se excluyen aquí con la intención de 
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ajustarse lo más posible al concepto de previsión social empresarial; aparte de
que esos planes tienen un desarrollo muy escaso.

En el cuadro 4 se recogen los datos de trabajadores partícipes o asegurados a tra-
vés de esos tres instrumentos de previsión en España entre los años 2008 y 2017.
Estos instrumentos han experimentado una tendencia de suave descenso duran-
te los años de la crisis, que parece detenerse en 2016, con la recuperación ya con-
solidada. En conjunto, alcanzan una extensión considerable en cifras de trabaja-
dores vinculados a ellos, de algo más de 9,7 millones, sumando cuentas partícipes
y asegurados3. 

Cuadro 4.- Asegurados en instrumentos de previsión social empresarial en España, 2008-2017

Fuente: Ministerio de Economía, Industria y Competitividad-Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones,
Informes Estadísiticos de Instrumentos Previsión Social Complementaria.

Las cifras de aportaciones y prestaciones de los dispositivos más extendidos
ofrecen un panorama mucho más modesto en volumen y menos prometedor
para su evolución futura. Las aportaciones de 2017 alcanzaron la cifra de 1.781
millones a seguros colectivos y 1.224 a planes de pensiones. Sin embargo, las
prestaciones de ese año sumaron 4.240 millones en el primer dispositivo y 2.556
en el segundo, cifras que son más del doble que las aportaciones ingresadas.

Los planes de pensiones de empleo son el instrumento con más peso financiero,
aunque los partícipes sean muchos menos que los asegurados por contratos de segu-
ro colectivo. Estos planes vienen agrupando más de dos millones de cuentas de par-
tícipes en ambos años, que suponen una quinta parte del total de cuentas de partíci-
pes de todos los planes de pensiones (los de empleo, los asociados y los individua-
les) y acumulan algo más del 30% del volumen total de cuentas de posición.
Dividiendo el volumen de cuentas de posición por el número de cuentas de partíci-
pes, el saldo medio del derecho consolidado para este instrumento fue de 17.664 
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3 El número de cuentas de partícipes no tiene por qué coincidir con el número de personas cubiertas, ya que una persona puede ser
partícipe en varios planes. El dato más aproximado del número de personas que se ofrecía para 2016 era de 8.256.030, un 16% menos del
total partícipes. 



euros para el año 2017. Esto significa que los planes de pensiones de empleo, con un
número de cuentas de partícipes inferior a los planes individuales, acumulan una
cantidad de recursos económicos considerable, que es también bastante superior a
los otros instrumentos en términos relativos. Pese a que la forma de calcular el saldo
medio del derecho adquirido no tiene en cuenta la dispersión entre cuentas de par-
tícipes dentro de cada tipo de plan, dicha cantidad es sensiblemente mayor a la pres-
tación media del resto de instrumentos y al saldo medio de los planes individuales y
asociados. 

La atención a algunos otros detalles de estos instrumentos aporta otros hechos
relevantes (CES, 2017; López et al., 2018). En primer lugar, que estos se constitu-
yen con contribuciones muy superiores de las empresas respecto a las de los tra-
bajadores. En 2017, las aportaciones de las empresas suponían un 82% de los pla-
nes de pensiones de empleo, una cifra que se elevaba al 83% en su contribución
a las primas de planes de previsión social complementaria y al 93% en los con-
tratos de seguros. 

En segundo lugar, la distribución por tramos de aportación en los planes de pen-
siones de empleo revela una dispersión muy alta, aunque el saldo medio conso-
lidado sea elevado. En 2016, dos terceras partes de las cuentas de partícipes
registran cero aportaciones y casi otro 20% no superan los 900 euros. Si se con-
sideran de forma conjunta el tramo de cero aportaciones junto con aquellas de
menos de 300 euros, se tiene cerca del 75% de las cuentas de partícipes. Menos
del 15% aporta más de 900 euros al año, y apenas un 1% más de 6.000 euros.

En tercer lugar, la concentración sectorial es muy intensa, mucho más en volu-
men de recursos que en número de planes. En 2016, un 50% de los planes de pen-
siones de empleo se repartían entre tres ramas de actividad: comercio (23,4%),
industria y suministros (18,4%) y construcción (9,9%). Pero la rama de activida-
des financieras englobaba más de la mitad del patrimonio (55,6%) y la de indus-
tria y suministros algo más de otra quinta parte (20,9%). Sin embargo, aunque es
casi exclusivo de las grandes empresas, no está generalizado en ellas: la mitad de
las empresas del IBEX no tiene un plan de pensiones de empresa (Cinco Días,
28/10/2018).

En cuarto lugar, el perfil socio-demográfico de los partícipes muestra un sesgo
muy claro hacia los trabajadores de más edad y un equilibrio por género. En
2016, los partícipes de planes de pensiones de empresa en edades de más de 50
años componían cerca del 53% del total, aunque el peso de ese grupo de edad en
el total de ocupados era del 29%. Sin embargo, entre el total de partícipes, un
43% eran mujeres, más cerca del 46% que suponía el empleo femenino.

De todos modos, no se puede obviar que el instrumento principal del bienestar
complementario, los planes de pensiones de empleo, parece haber alcanzado el
tope en su desarrollo. Las cifras de cuentas de participes no dejan de descender
desde 2011; las de aportaciones parecen haberse recuperado ligeramente en
2017, pero son un 70% de las que se realizaron en 2008; las del patrimonio acu-
mulado (cuentas de posición), que se venían incrementando desde 2008, se han
estabilizado en cifras próximas a los 35.500 millones de euros en los cuatro
años más recientes. Para tener una referencia adicional de su escaso desarrollo,
se puede añadir que solo los planes de pensiones en el formato promovido en
el País Vasco suman un patrimonio de unos 25.000 millones de euros, lo que
supone cerca de un 30% del PIB de esa comunidad autónoma, mientras que el 
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patrimonio de los planes de pensiones en el conjunto de España supone solo un
3% de su PIB.

Visto el escaso desarrollo de los planes de pensiones de empresa, no es extraño
que esa opción tenga también poco peso en las preferencias de la población.
Aunque no hay un seguimiento demoscópico y sistemático de esas preferencias,
se puede tomar como indicio el dato que ofreció el Estudio 2765 de 2008 del
Centro de Investigaciones Sociológicas. En ese estudio, la opción de un sistema
de pensiones en el que se combinen un pilar ocupacional y un pilar público
(“Deben ser públicas pero debe permitirse a los trabajadores que lo deseen des-
tinar al menos una parte de sus cotizaciones sociales a planes de pensiones pri-
vados”) era preferida por un 25,1% de los encuestados, frente a la preferencia
mucho más mayoritaria, de un 67,9%, por la opción de un sistema con solo pilar
público (“Deben ser públicas y financiarse mediante cotizaciones sociales”).

La aproximación a las prestaciones de atención sanitaria por parte de las empresas
remite a dos fuentes de información, que proporcionan datos de su extensión, pero
no de su coste: la Encuesta Nacional de Salud (ENS) y los datos proporcionados por
las empresas de seguros. Ambas fuentes coinciden en mostrar un bajo nivel de
extensión de estas prestaciones y una evolución afectada por el ciclo económico.

La ENS proporciona una cifra de 1.731.500 personas cubiertas por un seguro
médico privado concertado por la empresa en 2017, una cifra que representaría
el 11% del total de asalariados y casi un 3,1% del total de población mayor de 15
años (cuadro 5). La cifra de personas que tenían un seguro privado concertado
individualmente, casi 5,8 millones, triplicaba la de asegurados por la empresa.
Parece claro que la acción de las empresas en la provisión de seguros sanitarios
ha sido mucho más sensible al ciclo económico que los hogares: entre 2006 y
2012 la cifra de asegurados por las empresas se redujo en un 37%, mientras que
la de seguros individuales aumentó en un 10%. La fase de recuperación económi-
ca ha impulsado el crecimiento de ambos tipos de seguros, aunque los de empre-
sa aún no habían recuperado en 2017 la cifra que alcanzaron en 2006.

Cuadro 5.- Personas cubiertas por diferentes modalidades de seguro de salud en España,
2006-2017
(en miles)

Fuente: INE, Encuesta Nacional de Salud.
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Los perfiles sociodemográficos de los beneficiarios de esos seguros indican cober-
turas superiores entre los asalariados varones, en los grupos de edad entre 35 y 49
años y los que poseen estudios superiores. Hay también una mayor extensión de 
estos seguros entre los asalariados de la industria y la construcción, los que tienen
un contrato indefinido y entre los que tienen una ocupación a jornada completa. 

Los datos ofrecidos por UNESPA, la asociación de empresas aseguradoras,
señalan una cobertura más amplia de los seguros de asistencia sanitaria prove-
ídos por las empresas. La modalidad que UNESPA denomina “seguros de otros
colectivos” los define como “seguros de asistencia sanitaria adquiridos por
otros colectivos que no son mutualidades de funcionarios, normalmente por
empresas a favor de sus trabajadores” (cuadro 6). Los cerca de 3,2 millones de
personas con seguros sanitarios en esa modalidad de “otros colectivos” en 2017
constituyen una cifra muy superior a la que ofrece la ENS, una diferencia que
podría deberse, al menos en parte, a que UNESPA incluye en ese concepto de
“otros colectivos” a asegurados de entidades asociativas o mutualidades de
empleados no funcionarios. Los datos de UNESPA apuntarían a una misma ten-
dencia de incremento en los beneficiarios de los seguros de empresa en los años
de esta década, aunque algo más ligera que la de la ENS, y una tendencia mucho
más intensa de incremento de los seguros individuales en los años de recupera-
ción económica.

Cuadro 6.- Personas cubiertas por diferentes tipos de seguros de prestación de servicios de
salud en España, 2011-2017

Fuente: UNESPA, Informe Estamos Seguros 2017: http://www.unespa.es/que-hacemos/publicaciones/

Con la información de los Barómetros de Seguros de Salud Adeslas se pueden
explorar tentativamente las valoraciones que trabajadores y empresas tienen de
este tipo de prestación (Adeslas, 2018). El primer barómetro, correspondiente al
año 2012, únicamente proporciona información para una muestra de trabajado-
res por cuenta ajena de 30 a 60 años, excluidos los funcionarios. El 11,3% de
losencuestados tenía un seguro privado concertado por su empresa, y en la mitad
de los casos la empresa pagaba íntegramente este seguro. Más de la mitad de los
encuestados consideraba que el seguro de salud era el beneficio social más 
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importante que podía ofrecer la empresa. Además, un tercio prefería un seguro
de salud privado a un aumento salarial por el mismo importe.

En los barómetros de 2015 y 2018, además de asalariados, se incluyen decisores
de la contratación del seguro de salud colectivo de empresas de 50 o más emple-
ados. En 2015 el 69% de ese tipo de empresas ofrecía seguros de salud a emplea-
dos; mientras que en 2018 alcanzaba el 86%. El porcentaje de empresas que
pagan íntegramente este seguro se ha mantenido bastante constante entre 2015
y 2018 (sobre el 50%) y se observa un mayor uso de la retribución flexible.
Además, dentro de las empresas que utilizan planes de retribución flexible, el
porcentaje de trabajadores que se acogen a dichos planes ha pasado del 49% en
2015 al 83% en 2018, siendo el seguro de salud el más demandado entre las opcio-
nes de retribución disponibles. En ambos barómetros, tanto decisores como
empleados señalan que las ventajas del seguro de empresa eran el precio más
asequible y la posibilidad de añadir familiares.

4. La protección ocupacional de nuevos riesgos sociales: conciliación y
formación continua

Las sociedades postindustriales han experimentado un cambio sustantivo en la
composición de los riesgos sociales. En ellas, el bienestar de individuos y fami-
lias ya no depende solo de la protección de los viejos riesgos sociales: el desem-
pleo, la enfermedad o la incapacidad para trabajar. Ese bienestar depende cru-
cialmente de la protección frente a los nuevos riesgos sociales, como la falta o la
obsolescencia de las cualificaciones, la no conciliación entre la vida laboral y per-
sonal o la discriminación por género u origen étnico. Estos nuevos riesgos nece-
sitan dispositivos de protección con una orientación más activadora que pura-
mente protectora, que se han ido institucionalizando a través, principalmente, de
la formación continua, los programas de conciliación o de flexibilización de los
tiempos de trabajo, y las políticas de promoción de la igualdad y/o de la diversi-
dad en el empleo.

La protección frente a esos nuevos riesgos se viene concretando en una gran
variedad de dispositivos en la esfera del bienestar ocupacional. Los límites de
esos dispositivos pueden moverse en función de cómo se defina el perímetro de
ese pilar. En el cuadro 1 se ha detallado la gama potencial de esos dispositivos, la
mayoría en la forma de servicios en especie. Aquí se atiende solo a dos tipos de
prestaciones: la flexibilidad en los tiempos de trabajo y la formación continua.

En esta esfera de nuevos riesgos sociales, a diferencia de lo que ha ocurrido en la
de los viejos riesgos, se ha podido mostrar que la provisión pública y ocupacio-
nal parecen ir más en la direccón de acumulación que en la de sustitución. Al
menos en los programas de conciliación, el pilar público y el ocupacional “crecen
en tándem” en la mayoría de los países (Mapelli, 2017).

La imagen que ofrece el desarrollo reciente del bienestar ocupacional en estos
nuevos riesgos sociales confirma el nivel comparado medio-bajo para el caso
español; ligeramente por encima de otro país del sur (Italia), pero habitualmen-
te por debajo de los otros países observados, Alemania, Francia y el Reino Unido
(cuadro 7). Aun así, la posición comparada de España es algo mejor en la pro-
visión de formación continua que en la de conciliación entre vida personal y
laboral.
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Cuadro 7.- Indicadores de prestaciones en varios países europeos, 2015
(en porcentaje de trabajadores)

Fuente: EUROFOUND, European Working Conditions Survey 2015.

Los datos de la Encuesta Europea de Condiciones de Trabajo muestran, también,
que España ha venido mejorando en ambos indicadores en los años recientes,
incluso en el contexto de la crisis económica. Esa mejora tiene especial significa-
do, ya que se ha realizado en un periodo de reducción de los costes laborales de
las empresas en casi todos los componentes de bienestar ocupacional, como se
pudo ver en el gráfico 2. Durante el ciclo de crisis se habían reducido ligeramen-
te los costes laborales en formación y algo más intensamente los costes en “otros
gastos sociales”; aunque estos no coinciden estrictamente con los gastos en ser-
vicios de conciliación.

El análisis de los perfiles de los tipos de puestos de trabajo y de trabajadores del
sector privado con más probabilidad de recibir estas prestaciones deja ver
patrones algo diferentes en cada una de ellas (Doblyte y Pruneda, 2018). Las
características que más se asocian a un mayor acceso a empleos “conciliadores”
son el nivel de cualificación de los trabajadores, los puestos con tareas de super-
visión y la edad. Este patrón podría indicar que la provisión empresarial tiene
dos rasgos dominantes, uno referido a los puestos y otro a las características de
los individuos: por un lado, se asocia positivamente a calidad intrínseca de los
empleos (el nivel de cualificación y labores de supervisión); por otro lado, se
asocia negativamente a las necesidades propias del ciclo de vida de los indivi-
duos, al ofrecer menos flexibilidad en la fase central de formación de los hoga-
res y pocas diferencias por género. Todo hace pensar que ese patrón responde a
estrategias empresariales de remuneración de empleados de alta cualificación:
quienes tienen más probabilidades de contribuir de manera importante a la
organización obtienen mayor acceso a la flexibilidad de tiempos laborales.
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El acceso a formación de la empresa, a diferencia de la conciliación, tiene en el
tamaño de la empresa el factor que más le favorece; también la presencia de
representación de los trabajadores y el nivel de cualificación tienen efectos
positivos. Sin embargo, la edad tiene una relación inversa. Este patrón parece
explicarse mejor por una combinación de factores institucionales y de estrate-
gia empresarial. El que la participación sea superior en grandes empresas y en
empresas con estructuras de representación de los trabajadores parece prueba
evidente de la influencia de las relaciones laborales. La asociación con el nivel
de cualificación y con la menor edad de trabajadores, por su parte, probaría que
también responde a estrategias empresariales de atracción de capital humano,
que es recompensado con un acceso mayor a formación en cualificaciones
específicas.

5. Conclusiones

En este informe se ha ofrecido un panorama exploratorio del desarrollo del bien-
estar ocupacional en España. Avanzar en una investigación más sistemática
sobre cada uno de los componentes de ese desarrollo es imprescindible para afi-
nar bien el conocimiento sobre su magnitud y sus potenciales efectos en térmi-
nos de eficiencia y equidad.

El bienestar ocupacional ha tenido un desarrollo desigual en el contexto europeo
de reformas de los sistemas de bienestar social en las dos últimas décadas. Lo que
resulta evidente es que ese desarrollo no ha seguido, de manera generalizada,
una línea de sustitución del pilar público; ni ha reducido sustancialmente la
orientación universalista de los sistemas de bienestar de tradición socialdemó-
crata. Son rasgos de su origen y de su diseño los que explicarían el que pueda
tener esos efectos de sustitución. 

España es un país con un desarrollo bajo del bienestar ocupacional en términos
comparados. En la etapa más reciente, las principales prestaciones (planes de
pensiones y seguros de asistencia sanitaria) han dejado de crecer. Los recursos
destinados a ese pilar alcanzan una magnitud nada despreciable, pero son bas-
tante más reducidos que los que se aportan en los países de las mayores econo-
mías de Europa, incluso los de países con regímenes de bienestar del tipo conti-
nental, similares al español, como es el caso de Francia. Son recursos que apor-
tan en su inmensa mayoría las empresas, con contribuciones mucho menores de
los trabajadores. Ha sido también un desarrollo segmentado, en el sentido de que
sus beneficiarios están muy concentrados en unos pocos sectores de actividad,
en empresas de gran tamaño, para trabajadores de niveles medios-altos de cuali-
ficación y para grupos en edades avanzadas de la vida laboral.

Hay que resaltar que las prestaciones y servicios del bienestar ocupacional pue-
den jugar una doble función: por un lado, reforzar la protección social tanto de
viejos como de nuevos riesgos sociales; por otro lado, mejorar la productividad a
través de sistemas de retribución flexible y de compromisos a largo plazo entre-
empresa y trabajadores.

Si el bienestar ocupacional ha tenido ese limitado desarrollo, es lógico pensar
que es porque no se han dado las condiciones más favorables para ello. En buena
parte, ese contexto menos favorable es el resultado de un éxito nacional: el pilar
público del sistema de protección social español presenta logros indiscutibles en 
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su ciclo reciente de expansión y consolidación; algo que se refleja también en
unas preferencias ciudadanas muy centradas en el valor y la función de ese pilar
público. Pero ese reconocimiento no puede ignorar que el pilar público está
sometido a expectativas, quizá desmedidas, de mejora en extensión y eficiencia,
junto a riesgos no despreciables de sostenibilidad financiera. 

El reconocimiento de que los sistemas de protección social no se componen solo
del pilar público y que el desarrollo de otros pilares no conlleva necesariamente
una sustitución de aquel, puede enriquecer el panorama de esas reformas. El
desarrollo o la mejora del pilar ocupacional puede ser una opción nada despre-
ciable en este escenario. En cualquier caso, se trata de un horizonte y unas opcio-
nes de reformas que requieren, por su envergadura, alimentar las deliberaciones
públicas con un buen conocimiento comparado de los sistemas de bienestar,
debates sosegados y actuar con horizontes temporales que nunca son de corto
plazo. 

Las barreras para el desarrollo del bienestar ocupacional no deben ser minus-
valoradas. El pequeño tamaño de las empresas o la estructura y contenidos de
la negociación colectiva son barreras importantes. Pero la mirada comparada
también demuestra que los principales actores de las políticas públicas (políti-
cos, agentes sociales, grupos de intereses, expertos, opinión pública) tienen un
papel crucial en la creación de condiciones favorables para políticas que aún no
figuran en una agenda convencional de reformas. El desarrollo de la previsión
social complementaria en el País Vasco es una prueba de que esas barreras son
superables.
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1. Tras una exitosa transición desde la dictadura a una democracia ya plenamente consolidada, y tras varias décadas de no menos exitosos procesos de
modernización económica, social y cultural, España aborda el segundo decenio del nuevo siglo con un escenario incierto. Sin negar la existencia de ámbitos
en los que se han efectuado avances importantes, lo cierto es que sobre nosotros pende todavía la salida a la grave crisis económica, y se percibe un claro
desgaste de la confianza en la clase política y una crisis de gobernanza que, según muchos, está provocando una puesta en cuestión del mismo modelo
de Estado y favorece el aumento de una cierta “fatiga civil”. España, que había tenido un gran proyecto nacional unificador, el de la transición, muestra
dificultades para reencontrar una visión clara de su interés general por encima de los intereses partidistas y de las prácticas que se arraigan
en otros particularismos. 

No es sorprendente que, en este contexto, y pocos años después de haber dado por definitivamente resueltos los problemas que atenazaron
a regeneracionistas o noventayochistas, broten aquí y allá proyectos de “regeneración” y que incluso se hable de la necesidad de una “segunda transición”:
para unos, el modo de superar la primera; para otros, el modo de hacerla finalmente efectiva. Ese ímpetu regenerador pone de manifiesto, en todo caso,
que España no ha perdido el pulso y que la sociedad civil se inquieta e incomoda ante el presente, buscando alternativas que nos devuelvan a una senda
que se corresponda con un más activo papel internacional y sirvan para generar un nuevo proyecto nacional. 

2. El Círculo Cívico de Opinión es un producto más de esa coyuntura de incertidumbre, en tanto que foro de la sociedad civil, abierto, plural e independiente,
alejado de los partidos pero no neutro (y menos neutral). Su objetivo es ofrecer un vehículo para que grupos de expertos puedan identificar, analizar
y discutir los principales problemas y dilemas de la sociedad española, pero con la finalidad de que esos debates, conclusiones y sugerencias puedan
trasladarse a la opinión pública. 

Para conseguirlo, el Círculo generará propuestas y sugerencias concretas, que serán sometidas al escrutinio de la opinión pública a través de los medios
de comunicación, los clásicos y los nuevos, pues pretende utilizar al máximo las posibilidades abiertas por las nuevas tecnologías de la información,
para que su voz pueda ser escuchada y se proyecte hacia afuera. El Círculo parte del convencimiento de que no es bueno que los partidos monopolicen
el espacio de la política; ésta debe estar abierta también a otros actores; foros como el Círculo pueden contribuir a ello. 

3. El Círculo Cívico de Opinión toma la forma jurídica más simple, la de una asociación, y pretende trabajar con el mínimo posible de financiación
y el mínimo posible de burocracia. Fundado por un grupo de ciudadanos preocupados por la marcha de la cosa pública, invita a todos los que puedan
estar interesados a sumarse a su esfuerzo, contribuyendo tanto con apoyo económico como –lo que es más importante– con su inteligencia y conocimiento.
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